Transición hacia la democracia

♦ Hacia la salida pactada ♦

(Caetano y Rilla)
El trámite final de la «dictadura transicional» (1980-1985) vino a confirmar una fuerte restauración de los partidos uruguayos como actores centrales de la vida política. La dictadura «aceptó» finalmente su epílogo, condicionada sobre todo por el relevo que sufrió en la iniciativa política. Fue la civilidad, pacíficamente impuesta desde el plebiscito del 80, la que cobró un protagonismo crecientemente inevitable y la que llevó a los militares a plantearse la estrategia en los términos de hallar la «mejor salida».
En ese sentido, entre diciembre de 1980 y julio del año siguiente, el gobierno procesó un importante reajuste interno y elaboró, tras el percance plebiscitario, un nuevo plan político. Preparado por una también nueva Junta de Oficiales Generales, ese plan reconocía de manera implícita algunas de las razones del fracaso: proponía un proceso que otra vez apuntara al logro de cierto consenso de la sociedad civil, pero en este caso, buscando la mediación de los partidos políticos.
Luego de establecer los primeros contactos formales con la dirigencia de los partidos «habilitados», el régimen comenzó a desplegar su nuevo plan político de transición. Al tiempo que se disponían las primeras desproscripciones, la acción partidaria avanzaba en explicitación y, con ello, en iniciativa política. Confirmada una transición de 3 años y luego de tensas deliberaciones que denotaban divisiones en la interna militar, la Junta de Oficiales Generales designó al Gral.(r.) Gregorio Alvarez como nuevo presidente en setiembre de 1981.
La discusión del «estatuto de los partidos políticos» cobró rápidamente una fuerte implicación para todo el sistema. La evolución de los debates a este respecto estuvo caracterizada por la marginación radical de la izquierda, la posterior autoexclusión de la mayoría nacionalista (que, no obstante, logró dejar sentada su posición) y el acuerdo con el Partido Colorado en su totalidad.101 Para los militares, el cuadro político que así se esbozaba resultaba insuficiente: precisaban otro socio para hacer más «confiable» la salida ante la ciudadanía. De todos modos, en prueba de una mayor -y necesaria- flexibilidad, recogieron algunas sugerencias de los partidos, tales como la preservación del doble voto simultáneo, la diversidad de candidaturas en cada partido, la «patente» de partido a los dialogantes de ese momento, la prohibición del régimen de acumulación de votos por lema (en su primera elección) a los partidos que en adelante se fundaran. Los partidos «habilitados» obtenían entonces algún respiro, en tanto los militares parecían abandonar sus enconos iniciales contra el régimen del doble voto simultáneo.
1982 fue un año decisivo si se advierte que en su transcurso fue legalizada buena parte de la oposición política (que volvió a imponerse en las urnas), se confirmaron y alistaron nuevas oposiciones sociales y comenzó a desencadenarse, sobre finales de año, la debacle económica y financiera.

El esfuerzo de la dictadura por ambientar una «nueva sociedad» había fracasado y el régimen perdía crédito aun entre las diversas fracciones de los sectores económicamente poderosos. Salvo la alta finanza, todavía alentada por las posibilidades de especulación, los demás grupos de las clases altas —industriales, comerciantes y sobre todo productores rurales- fueron restando su apoyo de manera crecientemente explícita, asumiendo incluso algunas actitudes contestatarias, «ha orientación económica —decía por entonces una declaración de la Federación Rural— no tiene ningún sustento en ningún sector de la actividad productivaj, por lo tanto, debe dejar su lugar.»
Pero las disidencias se reforzaban y organizaban fundamentalmente desde «abajo»: algunos sindicatos mostraron en aquel año importantes signos de reactivación y los estudiantes universitarios reiniciaron también su nucleamiento.
En las elecciones internas de los partidos políticos permitidos por el régimen, que se celebraron en noviembre de ese mismo año, los resultados llegaron a ser más adversos para el gobierno que los de 1980, pues la ciudadanía otorgó el triunfo por amplísimo margen a las fuerzas más netamente opositoras y democráticas de los lemas tradicionales. Como elecciones partidarias, estas fueron un hecho bastante inédito en la historia del país: repolitizaron intensamente a la sociedad uruguaya y de paso ayudaron a consolidar nuevamente los «partidos tradicionales» (la izquierda excluida se dividió entre quienes, a sugerencia de Seregni, votaron en blanco -85 mil sufragios- y quienes lo hicieron por los sectores más opositores dentro de los lemas permitidos).
El 60,4% de los habilitados concurrió finalmente a las urnas en noviembre y dio el triunfo a los sectores más antidictatoriales dentro de los partidos. Naturalmente, el rumbo de la dictadura se volvía cada vez más complejo. Con la elección interna se había transformado a la oposición política en un interlocutor privilegiado, legítimo y por ello tal vez único. Los años siguientes serían de conflicto y negociación, enmarcados en la contradicción básica que surgía de las elecciones internas: los partidos políticos, con representación pero sin el gobierno, y el gobierno, una vez más, sin representación.
Mientras este era el proceso en el escenario político, el «boom económico» que llegó a su culminación en el bienio 1978-80 encontraba un drástico final. Junto a otros desequilibrios macroeconómicos, el atraso en la cotización del dólar —piedra angular de todo el proyecto «Uruguay plaza financiera»- había agravado considerablemente la dispersión en los precios relativos, convirtiendo a Montevideo en una de las ciudades más caras del mundo (en términos de dólares) y donde se podía obtener sin dificultad cualquier tipo de bienes importados a precios internacionales. Muy pronto, el «ensayo estabilizador» caería preso de sus propios fundamentos: el agudo desequilibrio externo y una situación de virtual incapacidad de pago provocaron el derrumbe de la experiencia. El «desplome» fue pautado por un nuevo y considerable aumento del endeudamiento externo, por una profundización de la fuga de capitales y de la caída de las reservas internas netas, mientras explotaba el férreo dirigismo cambiario del gobierno y era sustituido el equipo económico.

Comenzaría entonces un durísimo «ajuste recesivo» de la economía uruguaya, cuyo programa sería diseñado a partir de la firma de una nueva carta de intención con el FMI en febrero de 1983, con condiciones especialmente gravosas en diversos planos (requerimientos de política interna, costos, plazos, período de gracia, etc.). Los objetivos prioritarios del nuevo ajuste estaban dirigidos en primer lugar a restablecer una situación mínimamente sostenible en la balanza de pagos, al tiempo que se continuaba aspirando a la estabilidad de precios y a la reanudación del crecimiento. Para implementar este plan se adoptaron diversas medidas de emergencia: se profundizó la liberalización y apertura del comercio exterior, se asumió una política activa en materia monetaria tendente a devolver «realismo» a la cotización del peso, aumentó la presión tributaria y se dispusieron las condiciones necesarias para un ajuste traumático en la política salarial, orientado a disminuir sensiblemente la demanda.
En diciembre de 1983 volvía al Ministerio de Economía y Finanzas Vegh Villegas, bajo la confesada meta de evitar que la dictadura entregara a la democracia una situación económica que se equiparara -según sus propias palabras de entonces- a «un tacho de basura». Los resultados de este terminal ajuste recesivo marcaban sin duda un saldo muy negativo del proceso de radicalización del programa neoliberal. Si bien llegó a controlarse relativamente la inflación y el déficit fiscal, los costos sociales y económicos resultaron por demás onerosos. Según ha estudiado Hugo Davrieux, la reducción de los gastos corrientes del Estado se realizó casi exclusivamente a través de una disminución drástica del poder adquisitivo de las pasividades y sobre todo de las retribuciones de los funcionarios, que se ubicaron en el nivel más bajo de las últimas tres décadas. A su vez, el salario real descendió en más de un 30% entre 1983 y 1984; la tasa de desocupación creció vertiginosamente; el endeudamiento interno se multiplicó, afectando gravemente a vastos sectores empresariales; las importaciones se redujeron en casi un 30%; el gasto público sufrió una reducción (aunque persistió el déficit), y los servicios financieros para el pago de la deuda pasaron del 3,7% al 22,4% del gasto consolidado. Al tiempo que los sectores del capital -salvo el financiero- abandonaban ruidosamente toda adhesión al régimen y buena parte de las clases medias cruzaban la línea de pobreza, resultaba obvio que la dictadura terminal trasladaba los problemas de fondo a los futuros gobiernos.
Mientras tanto, y con ciertos márgenes de autonomía, la escena política era dominada por el tramo final de la transición democrática. En este sentido, debe señalarse que la reacción civil admitió también sus inflexiones. Si bien los partidos políticos demostraron su vigencia durante la instancia plebiscitaria y las elecciones internas de 1982, la «lucha contra la dictadura» desencadenada durante 1983 resultó un escenario muy propicio para la explicitación política de las fuerzas y organizaciones sociales. Puede definirse en ese sentido a 1983 como el año de las grandes movilizaciones populares, que por su dimensión -inesperada para muchos- lograron pesar en forma decisiva en las relaciones de los partidos con los militares. Pero es también probable que la entidad del fenómeno hubiera ocultado a grandes sectores -no a los colorados- la existencia de las «mayorías silenciosas», cuya relevancia se demostraría -como veremos- en otros planos.
Las Fuerzas Armadas, por su parte, lograron definir -tras un intenso trámite interno del cual el Gral. Alvarez saldría perdidoso- una estrategia que suponía el total abandono del partido del proceso, pero también del maximalismo expresado en las primeras negociaciones formales con los partidos. La tendencia por fin predominante era la que se planteaba el problema en términos de una «salida», para lo cual debía buscarse el mejor atajo, que dejara a salvo, mediante una retirada «ordenada», a la corporación militar.
La gigantesca concentración popular del 27 de noviembre de 1983 -tal vez la más grande de toda la historia política del país, marcó el punto de máxima confluencia entre la movilización social y el consenso partidario detrás de un programa intransigentemente democrático. En adelante, la izquierda política quedó definitivamente integrada y acreditada en el frente opositor, legalizada de hecho pese a la permanencia de la proscripción impuesta por el régimen.
Sin embargo, fue a partir de entonces que la «dictadura transicional» comenzó a vivir una segunda etapa, signada por la voluntad de acuerdo entre militares y políticos y orientada crecientemente hacia la dinámica de la negociación, todo lo cual devolvía el timón a los partidos. Esta vocación negociadora desembocó en tres resultados de gran interconexión: relativizó la presión de la movilización social, electoralizó tempranamente k dinámica política (de cara a los comicios generales previstos para noviembre de 1984) y ajustó la salida a los términos de un «pacto» entre los militares y la mayoría de los partidos políticos. Tal vez el problema central en el camino de la transición era por entonces la proscripción y amenaza de prisión para el exiliado líder de la mayoría del Partido Nacional, Wilson Ferreira Aldunate, y la persistente ¿legalización (cada vez más formal) del Frente Amplio y de sus principales dirigentes.
Al tiempo que el Gral. Medina asumía la Comandancia del Ejército, Wilson Ferreira retornaba finalmente al país el 16 de junio y era detenido y procesado de inmediato por la justicia militar. La situación creada por su prisión generó, como era previsible, fuertes tensiones y dificultades en el seno del «frente opositoD>: en tanto que los blancos se negaban a cualquier negociación con su líder detenido, los demás partidos (la izquierda incluida) se inclinaban a acelerar el trámite. Algo sorpresivamente, sin la anuencia nacionalista y un día antes de un «paro cívico» convocado por toda la oposición, la «Multipartidaria» -que reunía a todos los partidos políticos- hizo llegar a las Fuerzas Armadas la expresión pública de su «decisión negociadora», y casi de inmediato se inició la deliberación formal para la salida.
El Partido Nacional quedaba así marginado y debía presenciar «desde lejos», primero la distensión política que siguió a las primeras entrevistas (derogación de algunos Actos Institucionales, aceleración de procesos a detenidos políticos, desproscripción parcial del Frente Amplio) y más tarde, el llamado Acuerdo del Club Naval, signado el 23 de agosto. La marginalidad de los nacionalistas marcó a fuego su estrategia -también su suerte- en el proceso político.
El 6 de julio de 1984 en el edificio del ESMACO se abrió la negociación. Por las Fuerzas Armadas participaron los comandantes del Ejército, Hugo Medina, de la Fuerza Aérea, Manuel Buadas, y de la Armada, Rodolfo Invidio. Por los partidos intervinieron los colorados Julio María Sanguinetti, Enrique Tarigo y José Luis Batlle, los frenteamplistas José Pedro Cardozo y Juan Young y los cívicos Juan Vicente Chiarino y Humberto Ciganda. El acuerdo concretado el 3 de agosto quedó finalmente expresado en la última Acta Institucional del gobierno militar, la no. 19, donde se preveían normas transitorias (referidas al COSENA, Estado de Insurrección, jurisdicción militar, ascensos y nombramientos de jefes militares, etc.) que serían plebiscitadas en 1985. Se ratificaba además la convocatoria a elecciones para el 25 de noviembre.
En ese marco tan polémico, no fue difícil pronosticar entonces que el pacto del Club Naval seguiría siendo tema del debate político de los uruguayos, en tanto su persistencia en la escena tenía que ver con la fragilidad del sistema democrático por él ambientado. Además de un arreglo de salida -¿o de entrada?-, aquel pacto pareció adquirir con el tiempo el carácter de gran continente que los actores llenaron de valoraciones diversas y sucesivas, un continente que se colmó de las tensiones de la coyuntura y al que todos terminaron por redefinir y reinterpretar.
Si fue pacto, es razonable pensar que no resultaron de él asimetrías muy visibles: si comparamos la exigencia militar de las primeras negociaciones formales de 1983 con las del Club Naval en 1984, los efectos de estas últimas sugieren un retroceso evidente de las Fuerzas Armadas y de sus posiciones más duras, expresadas en el cada vez más solitario presidente Alvarez. Pero si se observa la cuestión en la perspectiva de la «salida» del instituto militar, el resultado parece algo distinto. El retiro ordenado y sin pavores fue posible en la medida en que lograron -como ha sostenido Luis E. González- cancelar las posibilidades electorales de Wilson Ferreira y reservarse un tiempo prudencial de autonomía corporativa que evitara o dificultara las sorpresas del revisionismo.
Para ello fue preciso asociar a la izquierda ( ¿un «mal socio» para una «buena salida»?) y transformar así el pacto en algo legitimado por las mayorías e irreversible.
Los «partidos del Club Naval» aseguraron por su lado el cauce electoral de la transición, fijaron los límites del COSENA, los mecanismos de nombramiento de los comandantes en jefe y aceleraron -¡vaya si esto reforzaba su legitimidad!- la liberación de los presos políticos.104 Pero al «entregar la cabeza» de su principal adversario electoral, todo quedó demasiado bien dispuesto para el triunfo colorado del Dr. Julio María Sanguinetti (un político relativamente joven aunque muy expeliente, que contaba con una larga trayectoria en las filas del quincismo batllista), quien en medio de las negociaciones del Club Naval fue proclamado en vibrante discurso de Jorge Batlle como candidato a la Presidencia. A su vez, la izquierda (¿tras un «mal socio» por una «buena entrada»?), entonces «dueña» de la calle y no sin debates internos de envergadura, reingresaba de allí en adelante al ruedo electoral y al sistema de partidos. El partido Nacional, finalmente, se pronunció enfáticamente contra el acuerdo, aunque días más tarde, reunidos en la prisión de Trinidad donde estaba detenido Wilson Ferreira, Juan Pivel Devoto, Carlos Julio Pereyra y Guillermo García Costa acordaron con el líder preso concurrir a las elecciones con una fórmula sustitutiva.
Tras el pacto, el proceso político fue dominado por la carrera electoral. El nacionalismo aceptó la concurrencia a las urnas y, con la fórmula de Alberto Zumarán y Gonzalo Aguirre, diseñó su estrategia apostando a polarizar al electorado entre «pactistas» y «antipactistas». El coloradismo, en su lugar, prefirió la promesa de un «cambio en paz» (consigna electoral del Dr. Sanguinetti). Con el telón de fondo de esa pugna, las elecciones de noviembre se proyectaron desde un comienzo como una decisión ciudadana inesperadamente alejada de la perspectiva de la lucha antidictatorial. Experto en «fanales de carrera» y en el manejo del escenario electoral, el Partido Colorado —finalmente triunfante- recogería de este modo fuertes beneficios de la inflexión terminal de este «proceso».
Los resultados electorales evidenciaron una llamativa reproducción del cuadro de 1971, lo cual ratificaba, entre otras cosas, la estabilidad de las tendencias electorales, las líneas de permanencia del sistema político uruguayo y el talante «restaurador que parecía insinuar la transición democrática. Las variaciones mayores se produjeron en la correlación de fuerzas dentro de cada lema (especialmente en el Partido Colorado y en el Frente Amplio), manteniédose casi congelado el porcentaje de votos globales de cada partido. En el Partido Colorado,105 el porcentaje de votos totales se mantuvo en el nivel del 41%, pero internamente los sectores batllistas dejaron en clara minoría al pachequismo. Por su parte, el Partido Nacional alcanzó un 35% de los sufragios, descendiendo un 5% respecto de sus guarismos previos a la dictadura, a lo que seguramente contribuyó la fuga de votos «conservadores» ante la consolidación de una mayoría progresista en el partido.
Además de ver confirmada su identidad luego de once duros años de represión (obteniendo el 22% de los sufragios), el Frente Amplio volvía al Parlamento con importantes modificaciones en su «interna»: la espectacular votación del entonces aún Movimiento por el Gobierno del Pueblo (de izquierda moderada, encabezado por Hugo Batalla) que relegaba a un segundo lugar al Partido Comunista, era señal de cambios importantes en esa dirección. A diferencia de lo ocurrido durante el resto del proceso político bajo la dictadura (particularmente en el plebiscito del 80, las elecciones internas del 82 o las grandes movilizaciones del 83), fueron finalmente las mentadas «mayorías silenciosas» quienes definieron la contienda.
♦       ♦        ♦
A la luz de este final y de cuanto hemos venido señalando, cabe preguntarse si hacia 1984 era tan segura e inminente la caída de la dictadura como para evitar la lógica transaccional que toda negociación arrastra .¿Era esta, como afirmaba el presidente electo Sanguinetti, la única alternativa a la permanencia dictatorial? ¿Hasta qué punto la «movilización» social y política empujaría al régimen al precipicio? Y en caso de disponer de tal fuerza en la sociedad civil, ¿qué hacer con ella después de la asunción del nuevo gobierno democrático? Es seguro que tales interrogantes atravesaron la instancia y que en ella se entrecruzaron las respuestas más disímiles.
Más que la «impunidad» para los militares delictuosos,107 el pacto dejó planteada una correlación de fuerzas y, sobre todo, un espacio a recorrer para su confirmación ó modificación; un territorio más proclive a la contingencia que a la necesidad histórica. Quien mejor expresó tal resultancia fue el propio Gral. Medina (último comandante en jefe del «proceso» y figura crucial en las negociaciones): «Dejemos que contesten los hechos». Entre avances y retrocesos de civiles y militares y con algunas graves cuestiones pendientes de resolución, el Uruguay ingresó, desde marzo de 1985, a una etapa de transición hacia la democracia, mucho más reconocible con la perspectiva que da el paso de los diez años desde entonces transcurridos.

107. Nunca más
A diferencia del Informe Sábato, emanado de la comisión investigadora creada por el presidente argentino Raúl Alfonsín, los temas y contenidos de Uruguay Nunca más fueron diseñados por una organización no gubernamental, el «Servicio de Paz y Justicia» (SERPAJ). Una empresa privada, Equipos Consultores Asociados, tomó a su cargo la realización de la encuesta que vertebra la publicación. Así surgió el que fue durante muchos años el más completo informe sobre la violación de los derechos humanos en el país, desde 1972 a 1984. Su texto detalla la estructura y el funcionamiento de la maquinaria represiva, las modalidades y centros de detención, las torturas más o menos comunes, la «justicia militar», el régimen carcelario, los muertos (quiénes, cómo, dónde), los desaparecidos y la intervención de médicos y personal paramédico en las torturas. También a diferencia del uruguayo, el Nunca más argentino registra una mucho mayor cantidad de nombres de responsables e involucrados en delitos de lesa humanidad, extremo que quizá se explique por el origen gubernamental del informe y por la modalidad específica y radicalísima de terrorismo de Estado practicada en el vecino país. Además de describir con prolijidad, el informe (de 442 páginas, coordinado por Francisco Bustamante) aspira a interpretar los hechos. Rastrea los orígenes del descaecimiento democrático en el marco de la crisis, la movilización y el autoritarismo previos al golpe de Estado de 1973. Aunque pone el acento en el «terrorismo de Estado», no exculpa a nadie de la violación a los derechos humanos^ «En sus diez años de existencia, la subversión cometió el delito de querer adueñarse del gobierno por medios ilegales. Para la concreción de ese fin, entre otras cosas, se realizaron acciones violentas que causaron la pérdida de la vida y la libertad de personas (entre las que se contaban personal integrante o vinculado a las fuerzas represivas, así como personas inocentes). Cualesquiera que hayan sido los motivos alegados así como las circunstancias en que se cometieron, al alzarse en acciones bélicas los sediciosos atentaron contra derechos fundamentales de una comunidad civilizada» (p. 58).
Uruguay Nunca más subraya que, mientras la dictadura de Pinochet privilegió el fusilamiento como principal forma de lucha antisubversiva y el régimen argentino la desaparición forzada de entre 10.000 y 30.000 personas, la modalidad preferida por la dictadura uruguaya fue la prisión prolongada. «Nuestros soldados hacían prisioneros, no había muertos en este país. El Uruguay tiene en este momento 1.600 problemas porque no tiene 1.600 muertos», afirmaba el Cnel. Dr. Federico Silva Ledesma en setiembre de 1979, al ser reimpuesto en el cargo de presidente del Supremo Tribunal Militar. Según explica el informe de Serpaj, el régimen trataba de evitar la sanción ética de la comunidad internacional. «No era posible -agrega- a una sociedad legalista y creyente en el valor de la vida, en un país pequeño donde todo queda cerca y todos se conocen, eliminar físicamente a los opositores aun cuando se les mostrara dotados de los peores atributos y algunos pudieran creérselo».
Los procesados por la justicia militar fueron detenidos en dos grandes oleadas^ la primera entre 1972 y 1974, centrada especial aunque no exclusivamente en los militantes del MLN, derrotado antes del golpe de Estado. La segunda entre 1975 y 1977, dirigida principalmente contra los militantes del Partido Comunista. Sumaron en total 4.933; los detenidos sin proceso llegaron a ser aproximadamente 3.700. De todos los presos, el 75 % era menor de 34 años y alrededor del 45 % tenía estudios universitarios. Una relación de 31 detenidos políticos por cada 10.000 habitantes, situaba por entonces al Uruguay en un deshonroso primer lugar de América Latina en esa triste materia.
